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AUTO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 1 de julio de 2019 

VISTO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Gorgy Apolonio 
Angulo Quiñónez contra la resolución de fojas 56, de fecha 25 de octubre de 2018, 
expedida por la Tercera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior 
de Justicia de Lima que declaró improcedente la demanda de habeas corpus de autos; y, 

a 22 de agosto de 2018, don Gorgy A polonio Angulo Quiñónez interpone 
'iánda de habeas corpus contra los magistrados integrantes del Juzgado Penal 

olegiado Supraprovincial Sede Central de la Corte Superior de Justicia de 
Tumbes, señores Jiménez Arauja, Landeo Hilares e Izquierdo Ruiz. Solicita se 
disponga su inmediata libertad y la nulidad del proceso penal seguido en su contra 
(Expediente 291-2017-20). Alega la vulneración de los derechos a la libertad 
personal, al debido proceso, a la tutela procesal efectiva y de los principios de 
legalidad penal y retroactividad benigna en materia penal. 

2. El recurrente sostiene que es procesado por el delito de tráfico ilícito de drogas; y 
que actualmente se encuentra detenido en el Establecimiento Penal Puerto Pizarra 
ubicado en la región Tumbes. Aduce que se afectó su libertad personal y que se 
vulneró el inciso 11) del artículo 139 de la Norma Constitucional que dispone la 
aplicación de la ley más favorable al procesado en caso de duda o conflicto de leyes 
penales, puesto que, al publicarse la Ley 30681, Ley que regula el uso medicinal y 
terapéutico del cannabis y sus derivados, dicho dispositivo debió aplicarse a su caso 
concreto toda vez que sus regulaciones les resultan más favorables. 

3. El Trigésimo Quinto Juzgado Penal para Procesos con Reos Libres de Lima, con 
fecha 17 de agosto de 2018, declaró la improcedencia liminar de la demanda por 
considerar que el recurrente pretende el reexamen probatorio de su proceso penal 
por la presunta comisión del delito de tráfico ilícito de drogas, con el alegato de que 
con la dación de la Ley 30681, la tenencia de cannabis es legal. 

4. La Tercera Sala Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de 
Justicia de Lima confirmó la apelada por estimar que no se han explicado los 
motivos. Por lo que se debe aplicar la ley más favorable (Ley 30681 ), toda vez que 
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el artículo 299 del Código Penal establece la posesión no punible del cannabis, 
siempre que sea de uso medicinal y terapéutico y no para el simple consumo. 
Añade que la Ley 30681 no se encontraba vigente al momento de iniciar el proceso 
penal contra el favorecido, razón por la cual no le resultaba aplicable. 

5. En el caso de autos, se alega la afectación de los derechos fundamentales a la 
libertad personal, al debido proceso, a la tutelajurisdiccional efectiva, y al principio 
que garantiza la aplicación de la ley más favorable al procesado en caso de duda o 
de conflicto entre leyes penales. 

legalidad penal se configura también como un derecho subjetivo 
.-,'[l'l.c,t...n cion de todos los ciudadanos. Como principio constitucional, informa y 

márgenes de actuación de los que dispone el Poder Legislativo y el 
udicial al momento de determinar cuáles son las conductas prohibidas, así 

mo sus respectivas sanciones. En tanto que, en su dimensión de derecho 
subjetivo constitucional, garantiza a toda persona sometida a un proceso o 
procedimiento sancionatorio que lo prohibido se encuentre previsto en una norma 
previa, estricta y escrita, y también que la sanción se encuentre contemplada 
previamente en una norma jurídica (Expedientes 02758-2004-PHC/TC y 
03644-2015-PHC/TC). 

7. Por tanto, resulta igualmente claro que la dimensión subjetiva del derecho a la 
legalidad penal no puede estar al margen del ámbito de los derechos protegidos por 
la justicia constitucional, frente a supuestos como la creación judicial de delitos o 
faltas y sus correspondientes supuestos de agravación o, incluso, la aplicación de 
determinados tipos penales a supuestos no contemplados en ellos. El derecho a la 
legalidad penal vincula también a los jueces penales y su eventual violación 
posibilita obviamente su reparación mediante este tipo de procesos de tutela de las 
libertades fundamentales. 

8. Por ello, constituye una exigencia ineludible para el órgano jurisdiccional el que 
solo se pueda procesar y condenar sobre la base de una ley anterior respecto de los 
hechos materia de investigación (lex praevia). 

9. Esta proscripción de la retroactividad tiene su excepción en la aplicación retroactiva 
de la ley penal cuando esta resulta favorable al procesado, conforme a lo previsto 
en el artículo 103 de la Constitución Política del Perú. El principio de retroactividad 
benigna propugna la aplicación de una norma jurídica penal posterior a la comisión 
del hecho delictivo con la condición de que dicha norma contenga disposiciones 
más favorables al reo. Ello sin duda constituye una excepción al principio de 
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irretroactividad de la aplicación de la ley y se sustenta en razones 
político-criminales, en la medida que el Estado no tiene interés (o no en la misma 
intensidad) en sancionar un comportamiento que ya no constituye delito ( o cuya 
pena ha sido disminuida) y, primordialmente, en virtud del principio de humanidad 
de las penas, el mismo que se fundamenta en la dignidad de la persona humana 
(Expediente 09810-2006-PHC/TC). 

1 O. Esta sala del Tribunal estima que la demanda ha sido rechazada liminarmente, sin 
que se haya efectuado la investigación necesaria que permita determinar si se ha 
producido o no la afectación alegada respecto a los derechos invocados. Por ello, es 
necesario un pronunciamiento que se sustancie con mayores elementos de prueba, 
por lo que resulta necesaria la admisión a trámite de la demanda. Por ende, en 
aplicación del artículo 20 del Código Procesal Constitucional, deben anularse los 
actuados y ordenarse a trámite la demanda. 

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 
confiere la Constitución Política del Perú. 

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Ferrero Costa. 

RESUELVE 

Declarar NULA la resolución de la Tercera Sala Penal para Procesos con Reos Libres 
de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 56, de fecha 25 de octubre de 2018, y 
NULO todo lo actuado, desde fojas 20 inclusive, debiendo admitirse a trámite la 
demanda. 

PONENTE MIRANDA CANA 
fYJffrrrfW) 7 1 

11 

1 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

MIRANDA CANALES 
SARDÓN DE TABOADA 
FERRERO COSTA 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA 

Si bien he venido sosteniendo que, en forma previa a su pronunciamiento el Tribunal 
Constitucional debería convocar a vista de la causa, reconsidero mi posición en los 
casos en que haya habido un indebido rechazo liminar de la demanda y corresponda 
ordenar su admisión a trámite. Me sustento en lo siguiente. 

Cuando del estudio del expediente se advierta que el rechazo liminar de la demanda ha 
sido injustificado, lo que ha llevado a un vicio del proceso en grado tal que no permita a 
este Tribunal dictar sentencia (artículo 20 del Código Procesal Constitucional), soy de la 
opinión, como la mayoría de mis colegas magistrados, que el Tribunal Constitucional 
puede ordenar la admisión a trámite de la demanda sin previa vista de la causa. 

Esto se basa en el principio de economía procesal y el deber de tramitación preferente 
de los procesos constitucionales (artículos 111 y 13, respectivamente, del Código 
Procesal Constitucional). Desde esta perspectiva, si resulta evidente que este Tribunal 
no puede pronunciarse en virtud del indebido rechazo in limine, no es razonable que al 
tiempo que el justiciable pueda haber consumido en un proceso judicial, deba sumársele 
el tiempo que tardará este Tribunal en fijar fecha para una vista de la causa claramente 
inconducente y luego el lapso que se tomará para emitir el auto que ordene la admisión 
de la demanda. 

Por estas consideraciones, voto por ordenar que se admita a trámite la demanda de 
autos. 

s. 

FERRERO COSTA ~7 


